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			Introducción

			Que los individuos responden a incentivos es uno de los axiomas más obvios que casi sin querer aplicamos en nuestra vida diaria y, sin embargo, constituye uno de los postulados fundamentales de la ciencia económica. Para convencer al (por ahora) incrédulo lector/a de esta premisa nos gustaría comenzar este libro planteándole una sencilla pregunta: ¿trataría usted con el mismo miramiento y consideración su dinero personal que el dinero procedente de un fondo común (suponga, por ejemplo, que administra un club deportivo, una comunidad de vecinos, una empresa, o que ocupa un cargo de gestión en una administración pública)? Puesto que la mayoría de nuestros lectores son personas honestas (¿?), la respuesta más probable es que sí, e incluso alguno de ustedes insistiría en que gestionaría el dinero común con mayor celo y rigurosidad.

			Lamentablemente, esto no es cierto ni aplica a todas las personas y, con alta probabilidad, pocos de nosotros gestionaremos mejor el dinero ajeno que el propio. La razón no es otra que reconocer que nos enfrentamos a incentivos diferentes en cada caso. Aunque hay múltiples ejemplos que ilustran este resultado, uno de los más sencillos e interesantes para entender esta idea está basado en un experimento desarrollado por Gneezy y otros (2004).1 En él se pretendía investigar cómo cambiaba la conducta de seis comensales en una comida de grupo en un restaurante cuando se implementaban diferentes formas de repartir y abonar la cuenta, anunciadas con antelación a los participantes. En unos casos, cada persona abonaba el coste total de lo que consumía (pago individual); en otros, la cuenta se dividía a partes iguales entre todos los comensales, independientemente de lo que hubiese comido cada uno de ellos (factura compartida); una tercera opción consistía en que la organización del experimento asumiera el coste total de la comida (comida gratis); y, finalmente, también había una opción en la que cada participante solo abonaba una sexta parte de lo que consumía, cubriendo los organizadores el resto de la cuenta (comida parcialmente gratis). 

			De acuerdo con la pregunta formulada anteriormente, si todos los comensales se comportaran de manera honesta y trataran su dinero del mismo modo que el del resto, el importe de todas las cuentas sería siempre muy similar. Sin embargo, como nuestro sagaz lector habrá adivinado, eso no fue lo que ocurrió realmente: el consumo que realizó cada comensal fue notablemente mayor cuando el coste de la comida se compartía entre todos o era (parcial o totalmente) gratuito. De hecho, las cuentas de menor importe siempre se asociaban al sistema de pago individual cada vez que se repetía el experimento.2

			Es obvio señalar que la explicación de este resultado nos remite a los incentivos. Los autores del experimento identificaron una «ineficiencia por externalidades», ya que al dividir la cuenta entre varias personas, los individuos no internalizaban ––es decir, no asumían como propio–– el coste total de su consumo, lo que los llevaba a gastar «más alegremente». Esta situación genera una pérdida de eficiencia para la sociedad, una asignación imperfecta y mejorable de los recursos: consumimos más no porque nos guste o lo necesitemos, sino porque no lo pagamos nosotros. En otras palabras: el dinero de todos nos parece que no es de nadie...3

			En este ejemplo se encuentra implícita la definición de la economía como la ciencia que busca la mejor asignación posible de los recursos de la sociedad entre usos alternativos, pudiendo sus conclusiones aplicarse fácilmente a cualquier decisión relacionada con la gestión del dinero público. Y ¿por qué es interesante profundizar en los incentivos de los agentes económicos que gestionan el dinero público? Pues porque, en última instancia, son personas (casi como usted o como yo) que tienen sus propios incentivos y su propia visión del grupo. De hecho, el debate sobre «lo público» se pervierte y distorsiona en muchas ocasiones, al centrarse únicamente en discursos partidistas interesados que intentan separar —sin profundizar adecuadamente— a «los míos» de «los tuyos».

			Uno de los principales temas que resuenan a diario en este debate político es el de cuántos impuestos se deben recaudar y quiénes deben pagarlos. En lugar de centrarse en la cuestión original, que debe ser cómo gastar bien el dinero público, a menudo nos perdemos en otra obviedad: ya sea el lector de derechas, centro o de izquierdas (¿?), es fácil que convenga con nosotros que se necesitaría recaudar menos impuestos si las políticas públicas fueran más eficientes. ¿Significa esto que el diseño impositivo es irrelevante? En absoluto; en palabras de Benjamin Franklin, «(…) en este mundo no hay nada seguro excepto la muerte y los impuestos».4 De hecho, los impuestos afectan también a los incentivos y a las decisiones de los individuos de cualquier sociedad y, por tanto, su diseño y eficiencia deben cuidarse (y revisarse) periódicamente.

			Ambos elementos (recaudación de impuestos vs. gasto público) son una forma diferente de abordar el mismo problema. De hecho, ¿imagina cómo cambiaría el debate público si en lugar de centrarnos en bajar o subir impuestos lo hiciéramos sobre calcular si tal o cual política pública ha sido beneficiosa para la sociedad, o en identificar cuánto y quiénes son sus ganadores y perdedores? El problema está en que lo primero es muy sencillo de vender a la opinión pública, ya que modificar la presión fiscal permite una suerte de propaganda fácilmente entendible por el electorado, que lo polariza en unos clichés simplificados («estar a favor o en contra de gravar a los ricos», «estar a favor o en contra de gravar más las ganancias del capital que las del trabajo», por ejemplo) y, en la mayoría de los casos, los verdaderos resultados de tales cambios impositivos nunca se evalúan.5

			Suponemos que el lector (cada vez menos crédulo y poco a poco más sagaz) se dará cuenta de que, independientemente de la orientación política que uno tenga, si el debate público se encauzara a conocer si es positivo para la sociedad lo que las distintas administraciones (locales, regionales, nacionales o europeas) realizan con el gasto público, quien tendría que justificarse sería el gestor público («¿ha hecho bien su trabajo con el dinero de todos?»), y no el individuo como elector («¿cómo es que votas a tal o cual candidato sin evaluar críticamente su gestión o sus propuestas?»).

			¿Imaginan una sociedad en la que los diferentes partidos políticos fueran capaces de discutir, con datos y análisis contrastados, acerca de si conviene (o no) invertir en nuevas o mejores infraestructuras, subvencionar determinados productos o servicios, o promocionar unos sectores frente a otros? Esta utopía requeriría una continua evaluación económica de, por una parte, cada euro público gastado y, por otra, del trabajo de los gestores de ese dinero que, en muchas ocasiones y en respuesta a sus incentivos, se mueven por decisiones arbitrarias basadas en intereses partidistas miopes o cortoplacistas.

			En este punto, quizá nuestro lector se pregunte qué papel juegan los economistas en todo este entramado de incentivos, decisiones y políticas públicas. Si los incentivos condicionan el comportamiento de individuos y organizaciones, también lo hacen con quienes intentan analizarlos y ofrecer soluciones. Es aquí donde entra en juego la economía como disciplina y los economistas como potenciales intérpretes ––a veces incómodos–– de esa realidad compleja.

			Porque, seamos sinceros y reconozcámoslo humildemente: los economistas no caemos bien y, a veces, con toda razón. Quienes afirman esto son dos académicos, autores de estas páginas, que llevan (un poco) más de veinte años en la profesión y aun así reconocen que no pueden ir por la calle presumiendo a voz en grito de dedicarse a una ocupación prestigiosa, como ser neurocirujano o ingeniero aeroespacial. Los economistas son agoreros y rara vez sus opiniones se asocian a buenas noticias. Y encima, a la hora de predecir el futuro, se encuentran en la misma categoría (o incluso por debajo) que los hombres y mujeres del tiempo, ya que su tasa de acierto es similar (sin faltar a los hombres y mujeres del tiempo...).

			Vaya por delante que nuestra especialidad no es la historia económica (y pedimos perdón por adelantado a nuestros colegas expertos en este tema), pero, al parecer, el término inglés dismal science («ciencia sombría»), que habitualmente se aplica a nuestra disciplina, fue acuñado por el escritor escocés Thomas Carlyle en 1849 para contrastar la economía con la gay science (ciencia alegre) que, según él, se refería al arte de los trovadores (sic). Debido a la riqueza de la lengua de Cervantes, la traducción al castellano del término dismal tampoco goza de unanimidad, ya que, si bien «lúgubre» es su traslación más habitual, también se han empleado en ocasiones sinónimos como «funesta», «tétrica», «melancólica», «ominosa», «pesimista», etc. En fin, parece que está clara la oscura senda de esta materia.

			Sin embargo, los autores de este libro son personas optimistas (dentro de lo que cabe) y consideran que gran parte de los errores que se achacan a nuestra disciplina se deben a una mala (o nula) aplicación de los principios económicos básicos por parte de quienes deben ejecutar nuestras recomendaciones o sugerencias. El campo de las políticas públicas es particularmente fecundo en este tipo de pifias y eso es lo que nos ha animado a escribir este libro.6

			Es importante aclarar que no se trata de una disculpa. Existe la buena economía, basada en modelos teóricos robustos, con supuestos razonables y conclusiones lógicamente acertadas; y la mala economía, sustentada en creencias a priori y sesgos de carácter político o personal. No somos jueces de nada y, por tanto, no nos corresponde a nosotros ––sino al lector–– dirimir las diferencias entre una y otra práctica.

			No obstante, al igual que la prueba del algodón para detectar si quedan restos de suciedad en una superficie, hay un test que nos ayuda a determinar, aunque no siempre sin dudas, si una política económica es acertada o no. Nos referimos a la realidad de los datos y a la evaluación empírica de los resultados de una acción en comparación con los objetivos que se proponía alcanzar. Aunque existe una muy amplia rama de la economía que se ocupa de las evaluaciones ex ante ––a través del análisis coste-beneficio o de alguna de sus variantes––, la evaluación empírica de políticas económicas se realiza (la que llega a realizarse) casi siempre ex post, comparando lo que sucede realmente con los resultados o intenciones perseguidos. De aquí viene ––como el lector perspicaz se habrá dado cuenta sin duda–– el título del libro que tiene en sus manos.

			Evaluar por resultados es consustancial a considerar la economía como una ciencia positiva, basada en lo que es y no en lo que debería ser. De lo contrario ––y dicho sea con (el máximo) respeto––, se trataría simplemente de política. Lamentablemente, no siempre resulta sencilla la distinción, especialmente en unos tiempos en los que las redes sociales han dado voz a discursos radicales y acientíficos, donde se valora por igual los argumentos de los expertos sobre un tema que las opiniones de personas completamente desinformadas.

			Con toda humildad, esta es la motivación que sustenta el libro: tratar de explicar el porqué, el para qué, el cómo y el cuándo de la evaluación de las políticas públicas. Además de académicos con experiencia docente e investigadora, los autores de estas páginas están firmemente convencidos de que una parte fundamental de nuestro trabajo es la divulgación. Creemos sinceramente que existe un gran desconocimiento público sobre qué es exactamente la economía y cómo actúa en calidad de disciplina científica para analizar la realidad social, particularmente en el mundo de la formulación de políticas públicas.

			De hecho, es en este campo donde existe una tendencia persistente a confundir el deseo con el logro, o la declaración de intenciones con la evidencia de un impacto. Esta confusión no es banal ni inocente: muchas políticas se diseñan, financian y promueven sin que se exija una evaluación rigurosa de sus resultados, amparándose en la nobleza de sus objetivos declarados y constatando estos (los objetivos declarados por el político de turno) como si fueran los resultados ciertos de las mismas. El problema es que, en ausencia de una comprobación empírica, las buenas intenciones se convierten en excusas, y el análisis público en una suerte de «teatrillo» donde es tan nocivo que los tuyos aplaudan la iniciativa sin importar el desenlace, o que los otros la critiquen simplemente porque no se les ha ocurrido a ellos.

			La economía, como ciencia aplicada, ofrece un antídoto contra esa deriva: exigir datos, contrastación y evidencia. No basta con proclamar que una política busca mejorar la educación o reducir la desigualdad; lo que importa es saber si, una vez implementada, lo ha conseguido y a qué coste. Esto no es una obsesión tecnocrática, sino una exigencia ética y democrática. Evaluar por resultados permite depurar responsabilidades, aprender de la experiencia y reasignar recursos con mayor eficacia. Evaluar por objetivos, en cambio, es como felicitar al médico por la buena intención del diagnóstico, sin importar si el tratamiento curó o empeoró al paciente.

			Desgraciadamente, este enfoque empírico y crítico choca con una cultura política y mediática que privilegia los eslóganes sobre los datos, y los relatos emocionales sobre los balances de evidencia. Esta cultura está alimentada por una especie de «terraplanismo económico»:7 una preferencia por explicaciones simplistas y narrativas confortables frente a la complejidad y el rigor del análisis real. En este contexto, es fácil que se impongan ideas como que todo gasto social es bueno por definición, que toda subvención es justa o que todo plan de infraestructura genera desarrollo, sin atender a la evaluación de su impacto real ni a sus posibles efectos adversos.

			Estas páginas que tiene el lector entre manos se plantean como una reacción frente a ese clima de complacencia analítica. Su propósito no es destruir ilusiones, sino mejorar decisiones. Partimos de la convicción de que las políticas públicas no deben juzgarse por su bondad aparente, sino por su capacidad real de transformar positivamente la vida de las personas. Y para ello no hay otro camino que la evaluación rigurosa, sistemática y basada en resultados porque, al fin y al cabo, las ideas tienen consecuencias. Y si estas consecuencias no se miden y explicitan, se corre el riesgo de perpetuar errores, consolidar privilegios o, peor aún, generar daños disfrazados de virtudes.

			Por todas estas razones nace este libro, cuya estructura es la siguiente. En el primer capítulo hablamos del coste de oportunidad como concepto fundamental para la evaluación ex post (y para muchas otras decisiones en nuestra vida diaria). Es el elemento que permite comparar cada política con su contrafactual. Sobre esta idea se insiste en el capítulo dos, en el que se explican brevemente los principales métodos empíricos que los economistas usamos actualmente en la evaluación de políticas. En él también insistimos en el diseño actual de las evaluaciones y por qué estas deben basarse en sus resultados. Los tres capítulos siguientes, que constituyen el núcleo central de este libro, nos ayudan a ilustrar mediante ejemplos cómo se han evaluado determinadas políticas públicas, que agrupamos en tres bloques: subsidios y ayudas públicas al transporte, las políticas de vivienda y otras medidas destinadas a redistribuir la renta a nivel personal o territorial. El capítulo seis se dedica a discutir hasta qué punto la (política de defensa de la) competencia ofrece un marco que disciplina las políticas públicas e induce a su evaluación; y el último capítulo, a modo de epílogo, ofrece algunas reflexiones finales al lector.

			El mensaje de este libro es que la evaluación económica no es un capricho tecnocrático, sino una necesidad institucional para proteger el interés general en un entorno donde el marketing político ha sustituido con demasiada frecuencia al pensamiento crítico. Por eso defendemos una tesis simple pero intransigente: las políticas públicas deben evaluarse por sus resultados, no por sus objetivos. Y esta evaluación debe hacerse bien, con métodos, con datos y con la humildad que exige reconocer que el mundo real es más complejo que nuestros mejores propósitos.

			En definitiva, y aunque resulta extremadamente tentador comenzar estas páginas acudiendo a la manida cita apócrifa, aunque atribuida a Luis XIV de Francia (L’État, c’est moi), es la frase contraria (El Estado somos todos) la que realmente motiva este trabajo, cuyo objetivo no es otro que aportar herramientas para la reflexión, de manera que el lector pueda crearse su propia opinión sobre uno de los temas que los economistas creíamos resuelto hace algunas décadas, pero que ––no siempre por culpa nuestra–– ha vuelto a colarse en las portadas de periódicos e informativos (y redes sociales, incluso de las que usando datos reales...) en los últimos años.

			Para ello reiteramos que en este libro se aborda esta cuestión desde una perspectiva humilde y pretendidamente objetiva. Los autores no somos politólogos ni sociólogos ni aspiramos a ningún otro «ólogo» parecido, sino académicos con experiencia en la docencia e investigación universitaria que hemos dedicado tiempo y esfuerzo a reflexionar sobre el papel del Estado en la actividad económica (y lo que nos queda por aprender...). Porque, en última instancia, esa es la pregunta que abordamos en este libro: ¿qué papel juega (y cuál debería jugar) el Estado en las transacciones económicas en las que participamos día tras día? La respuesta que damos quizá incomode y no deje al lector satisfecho, pero es precisamente eso lo que pretendemos.

			
				
					1	En la bibliografía final se proporciona la referencia completa a todos los trabajos citados en este libro.

				

				
					2	El experimento se repitió 36 veces con comensales de una misma condición social, controlando por género y nivel de renta.

				

				
					3	A favor de los comensales del experimento debemos señalar que cuando se les preguntó acerca de qué forma de pago preferían, el 80 % de estos declaró preferir el «pago individual». Esto tiene dos explicaciones: o bien intuían que, en caso contrario, se estarían comportando de forma ineficiente; o bien lo hacían para evitar pagar más, anticipando un mayor consumo de todos los comensales en el caso que cada uno no pagase lo suyo. Las expectativas juegan un papel importante en nuestras decisiones.

				

				
					4	Aunque Franklin no fue el primero en utilizar esta expresión, la suya (en 1789) es la cita más conocida. Sin embargo, también aparece en una obra del escritor Daniel Defoe (el autor de Robinson Crusoe) en 1726.

				

				
					5	En este punto resulta de utilidad recordar el artículo de Hope y Limberg (2022), quienes evaluaron las consecuencias macroeconómicas de reducir impuestos a las rentas más altas en 18 países de la OCDE entre 1965 y 2015. El principal resultado fue que, en promedio, aumentó la desigualdad de la renta, no mejoró el PIB per cápita y no disminuyó el desempleo.
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					7	Para desarrollar con mayor profundidad esta cuestión véase la entrada https://nadaesgratis.es/javier-campos/contra-el-terraplanismo-economico-cuando-los-cliches-venden-mas-que-las-ideas.

				

			

		

	
		
			1. 

			Evaluar las políticas públicas en el siglo XXI

			1.1. El coste de oportunidad como referencia para la evaluación

			Aunque las discusiones sobre el «coste de oportunidad» ocupan desde hace tiempo un lugar destacado en la disciplina económica, creemos que en realidad deberían ser el punto de partida de cualquier debate sobre políticas públicas. No se trata solamente de una herramienta teórica útil para abordar decisiones, sino de una forma completa de pensar. El coste de oportunidad es la lente a través de la cual los economistas observamos el mundo, preguntándonos continuamente qué estamos perdiendo cuando creemos estar ganando algo. Esa pregunta, tan simple en apariencia,8 define buena parte de la diferencia entre el Homo economicus y el Homo sapiens y, de hecho, sobre ella se construye buena parte de este libro.

			Para entender un poco mejor el origen y la relevancia de este concepto, conviene reflexionar brevemente sobre su contexto histórico. El término «coste de oportunidad» tiene sus raíces en la tradición de la escuela austríaca de finales del siglo xix, la cual introdujo formalmente la idea de que el valor de un recurso para la sociedad no debía entenderse únicamente en función de su precio, sino de todo a lo que se renunciaba al emplearlo en un uso determinado (von Wieser, 1891). El término original en alemán —Alternativkosten— lo expresa casi literalmente y, de hecho, esta concepción se alineaba con la teoría subjetiva del valor vigente en aquel entonces, acentuando la importancia del sacrificio implícito en toda decisión. Años más tarde, Lionel Robbins, en su conocido e influyente Ensayo sobre la naturaleza y significación de la ciencia económica (1932), situó la escasez en el centro del análisis económico, de forma que en un mundo de recursos limitados frente a necesidades ilimitadas, toda elección implica inevitablemente renunciar a algo. Robbins mostró que el coste de oportunidad es, en última instancia, la esencia misma de la ciencia económica.

			Más allá de su formulación histórica, el coste de oportunidad es una manera de estructurar el razonamiento económico, ya que comprender cómo funciona la economía no debería limitarse a acumular fórmulas ni gráficos, sino que debería verse como una manera de ejercitar una disciplina mental que valora alternativas perdidas. En este sentido, cabe subrayar además que James Buchanan, desde la teoría de la elección pública, señalaba que esas alternativas sacrificadas suelen ser invisibles y que gran parte de las ineficiencias9 surgen precisamente porque no las hacemos explícitas (Buchanan & Flowers, 1980).

			Así, un economista no solo se pregunta cuánto cuesta algo en términos monetarios, sino qué otra cosa podría haber hecho con ese dinero. Esta perspectiva distingue a la economía de otras ciencias sociales y le otorga su capacidad analítica para evaluar desde simples decisiones cotidianas a complejas políticas públicas. Un ejemplo muy simple nos ayuda a ilustrar la idea que subyace a este concepto. Supongamos que una persona dispone de 20 € y debe decidir entre comprar un libro o ir al cine. Si elige el cine, su coste de oportunidad no viene determinado únicamente por los 20 € gastados, sino también por la satisfacción asociada a leer el libro y de la cual no disfrutará. De la misma manera, dedicar una tarde a estudiar implica renunciar a pasar tiempo con amigos o a descansar, y esa renuncia constituye un coste real, aunque no se mida en dinero. Parece simple, ¿verdad? Pues quizá no lo sea tanto cuando la pregunta se reformula de la manera siguiente:

			Ha ganado una entrada gratis (que no se puede revender) para ver un concierto de Taylor Swift. Rosalía actúa esa misma noche y es su segunda mejor alternativa. Las entradas para ver a Rosalía cuestan 40 €. En general, estaría dispuesto a pagar hasta 50 € por ver a Rosalía. Suponga que no hay otros costes por ver a ninguno de los dos artistas. Basándose en esta información, ¿cuál sería el coste de oportunidad de ir al concierto de Taylor Swift?

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							[a] 0 €

						
							
							[b] 10 €

						
							
							[c] 40 €

						
							
							[d] 50 €.

						
					

				
			

			¿Cuál es su respuesta? Esta misma cuestión (obviamente, con otros artistas) se formuló hace unos años en otro conocido experimento realizado entre 200 economistas y estudiantes de posgrado en economía donde, sorprendentemente, solo un 21,6 % acertaron la respuesta correcta (Ferraro & Taylor, 2005).10

			Independientemente de las críticas y matizaciones con las que cada uno quiera autojustificarse en caso de no haber elegido la respuesta correcta (que, por cierto, es la [b], ya que incluye el valor neto de obtener la entrada y no asistir al concierto de Rosalía), la implicación más relevante de este ejercicio es que el concepto de coste de oportunidad no es tan sencillo como parece y que es habitual encontrarnos con ejemplos de su (incorrecta) aplicación en las decisiones individuales del día a día.

			El problema persiste en el mundo empresarial, donde el coste de oportunidad se convierte en un concepto fundamental a la hora de evaluar inversiones. Así, una empresa que destine capital a ampliar su red de distribución estará dejando de invertir esa cuantía en (por ejemplo) innovación tecnológica. El análisis económico nos invita a valorar ambas alternativas (no solo la ejecutada), ya que, en última instancia, toda decisión estratégica lo es porque incorpora un coste de oportunidad que determina la eficiencia en el uso de recursos.

			El reciente trabajo de Gurkova (2025) sugiere una aplicación interesante de este concepto en España, en un hecho sucedido en los años previos a la crisis económica de 2008. Durante el boom económico de la década anterior (1995-2007), el coste de oportunidad se hizo evidente en la elección de los jóvenes entre estudiar o trabajar. El auge de la construcción y los servicios de baja cualificación elevó los salarios y la disponibilidad de empleo para trabajadores sin estudios superiores, lo que incrementó el coste de oportunidad de cursar educación superior. Para un joven de esa época, permanecer fuera del mercado laboral para ir a la universidad a estudiar significaba renunciar a ingresos inmediatos (y elevados) en sectores donde la demanda sin cualificación era alta. Como resultado, la tasa de matriculación universitaria de los jóvenes (hombres, en su mayoría) disminuyó unos catorce puntos porcentuales, mientras que la participación laboral aumentó casi seis puntos porcentuales, duplicándose el empleo juvenil en el sector de la construcción.
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